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do y una nueva liquidación de la condena, orden de libertad si 6sta re- 
sultase extinguida o cancelación del correctivo y determinaciones que pro- 
cedan como consecuencia de ella; remitirán asimismo a este Ministerio, 
mensualmente, relación nominal de aquellos a quienes se otorgase el in- 
dulto. 

Artículo 8.O Las dudas que en el orden judicial se susciten en la apli- 
cación del indulto serán resueltas definltivamente por el Consejo Supre- 
mo de Justicia Militar, al cual las Autoridades Judiciales elevarán las 
consultas que consideren necesarias. Las que se deriven de la acción gu- 
bernativa, corresponde resolverlas a este Ministerio, formulándose por 
conducto de la Asesoría Jurídica. 

IGNACIO RODRfGUEZ DOCAVO 
Y 

JOSÉ ROBLES MIGUEL 

C) LOS DISTINTOS TRAMITES DE LOS EXPEDIENTES 

DE CONTRATACIOS EN EL EJERCITO 

CONSIDERACIONES GENERALES 

Si las disposiciones que regulan la administración del Ejército son 
muy numerosas, en esa misma profusión puede encontrarse la causa de 
las dudas que, a veces, se plantean al interpretarlas y aplicarlas. Por 
otro lado, contribuye a la confusión actual el hecho de que en materia 
de contrataci6n atravesemos unas especiales circunstancias. El Capítulo V 
de la Ley de Administración y Contabilidad de Lo de julio de 1911, estaba 
desarrollado en el Ejkcito por el Reglamento de ContrataciOn Admink- 
trativa en el Ramo de Guerra de 10 de enero de 1931. Establecida la nueva 
redacción del citado Capitulo en virtud de la Ley de 20 de diciembre de 
1952 y no habiendose publicado hasta la fecha otro Reglamento que 
aplique en el Ministerio del Ejercito, se plantea el problema de dilucidar 
púales son las disposiciones del antiguo que pueden continuar utilizándose 
por no haber sufrido modificación. Y si bien hay extremos en las que no 
cabe duda en cuanto a su vigencia o derogación, pueden encontrarse 
otros sobre 10s que no existe la misma seguridad y dan lugar a que se 
adopten, en la prktica, criterios diferentes, fruto de interpretaciones sub- 
jetlvas, que carecen de la debida unidad y generalidad. 

Por último, la publicación de la Orden de 28 de febrero de 1961 
(“D. 0.” núm. 58). por la que se establecen nuevas normas y dele- 
Raciones para los tr8mites de aprobación de los gastos y del procedímíen- 
+o de realiutrlos. ha contribuido a que surjan nuevas incertidumbres en 
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cuanto a Aa exacta aplicación de algunas de las disposiciones que ,regulan 
fa contratación administrativa en el Ejército. 

Lejos de nuestro propósito, el establecer afirmaciones concrews 1 sin 
pretender ni mucho menos señalar el verdadero camino, juzgamos intere- 
sante dedicar unas líneas a estos problemas, aunque no sea mas que para 
avivar la inquietud de los en ellos interesados, por si entre todos es poei. 
hle encontrar las mejores soluciones o poner de manBe& la conveniencia 
de que se unifiquen oficialmente los criterios distintos y las actuaciones 
dispares. 

1 . Id ordrmci6n del gasto. 

Según el artículo 67 de la Ley de Administración y Contabilidad de la 
Hacienda Pública, cada Ministro dispondrã los gastos propios de los ser- 
vicios correspondientes al Departamento de su respectivo argo, dentro 
de los crkiitos autorizados para los mismos y con arreglo a las tikposi&+ 
nes de aquella Ley. 

Esta facultad podrá delegarse por los Ministros en los Directores y 
demás agentes de la Administración pública, en los tkminos que esta- 
blezcan los respectivos Reglamentos. 

Tan ~610 cuando la índole de los servicios exija que su ejecución dure* 
mas tiempo del que comprenda el período del presupuesto, serã necesario 
que el gasto se autorice por Decreto acordado en Consejo de Ministros, 
oyendo al de Estado en pleno. 

La Ley de Regimen Jurídico de la Administración del Estado. en su 
articulo 14, al señalar las atribuciones de los Ministros, como Jefes de sus 
Departamentos, recoge en su apartado 10 la de disponer los gastos pro- 
pios de su Ministerio -siempre que no estén reservados a la competencia 
del Consejo de Ministros dentro del importe de los créditos autorizados e 
interesando del Ministerio de Hacienda la ordenación de los pagos c<t 
rrespondientes. 

Si bien, según el art. 21 de la Ley citada últimamente, los Ministerios 
del Ejkcito, Marina y Aire se regirán, en lo que afecta a su organiza- 
ción, mando o jerarqula. por sus disposiciones especiales, no hay duda 
que en cuanto a ordenación de gastos no constituye el Ejkrcito una ex- 
cepción y es facultad que ejercita el Ministro de acuerdo con las normas 
generales de la Ley de Administración v Contabilidad. 

Relacionando esta función con el Reglamento de Contratación Admi- 
nistrativa en el Ramo de Guerra de 10 de enero de 1931, hemos de con- 
siderar que la ordenación global de los gastos se realiza en el proyecto 
de presupuesto y se concreta, por lo que a contratación se refiere, al aprw 
bar el Ministro del Ejército los Planes de Labores y de Necesidades de 
los distintos servicios militares, aplicando los creditos a tal fin asignados 
al Departamento en los presupuestos generales del Estado. 



Ee obvio que han de diferenciarse los conceptos de “ordenac Cn de 
gastos” y “ordenación de pagos”, pues si el primero acabamos de ver 
que es competencia del titular del Departamento, es el segundo mi- 
sibn del de Hacienda, ejercida a travt% del Ordenador General de Pagos 
del Estado, que a su vez dispone de un delegado especial en el Ministerio 
del Ejército, perteneciente al Cuerpo de Intendencia. 

Ordenación del gasto, más que ordenar que los gastos se hagan. es 
poner en orden los gastos que han de hacerse. . 

Ahora bien, esta ordenación del gasto, es decir, esta previsión general 
de los que han de realizarse, tiene que completarse con otro trfimlte dentro 
del Ministerio del Ejercito, según la legislación actual, para que se lleven a 
cabo los distintos gastos concretos que es necesario efectuar en cumplimien- 
to de aquella ordenadOn generalizada. Y. por otra parte, hay también una 
serie de gastos especiales, imprevistos o, en general, no incluidos en dichos 
Planes, que requieren una autorkwlón previa para ser realizados. Así nos 
encontramos con otro momento distinto en la tramitaci6n de los expe- 
dientes de la contratación administrativa militar. 

2. La cqrobacidn &l gasto. 

Es preciso comenzar por decir que frecuentemente se interpreta de 
manera errónea el contenido de la facultad que a los distintos Organismos 
o Autoridades militares compete en orden a la aprobación de gastos. Tal 
vez no es demasiado feliz esta expresión que puede inducir a pensar se 
trata de prestar la conformidad final a un gasto ya realizado. 

En efecto, hasta gramaticalmente la palabra “aprobar” encierra el sen- 
tido de dar por buena una cosa que ya ha tenido lugar. Y, sobre todo, 
unida a la de “gasto”, que, aparte de acción de gastar, significa lo que 
se ha gastado, es explícable que se considere el trámite recogldo en la 
frase “aprobar el gasto” como el termino de un expediente de contra- 
tación. 

La verdad es, por el contrario, que la aprobación del gasto se refiere 
a un momento anterior a su ejecución, por lo cual afecta realmente a ld 
autorización necesaria para que aquel se lleve a cabo, sin que en ningún 
caso puede identificarse con esa aprobación final que supone la eleva-- 
ci6n a definitivas de las adjudicaciones provisionales o de las propuestas 
de adjudicación. Elevación que, además, tiene lugar cuando el gasto aún 
no se ha consumado. 

Suponiendo que aquel trámite sea indispensable, pues despu& hare- 
mos algunas consideraciones a este respecto, lo que parece aconsejable 
es modificar su denominación llamándolo, por ejemplo, “autorización 
previa del gasto”. Al fin y al cabo “autorizar” es conceder facultad o 
permiso para hacer alguna cosa y junto con la palabra “previa” refleja- 
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rfa mejor el verdadero contenido y significación que con relación al gasto 
riene el trámite que estamos comentando. 

Sin detenernos a analizar disposiciones demasiado remotas que regu- 
laron esta facultad dentro del Ejército y limitando el estudio a la apro- 
bación de los gastos directamente relacionados ron la contratacicín. vemos 
como a través del tiempo es necesario que vayan rcnovtírrtose periódica- 
mente aquellas normas que señalan, sobre la hase de Ifmites econ6micos. 
las facultades de Organismos y Autoridades. Y así la Orden tIe 14 de 
junio de 1940 (“D. 0.” núm. 137) es sutitufda por la de 29 de noviem- 
bre de 1950 (“D. 0.” núm. 272), que autoriza los pagos al pie de caja 
hasta 10.900 ptas., y fija las siguientes cuantfas para la aprohaclón de 
pastos: 

Hasta 10.900 pesetas - Juntas Económicas .> 100.000 ” - *Jefes Servicios Regionales . . 
250.000 ” - Capitanes Generales . . .500.000 ” - Directores Generales 3. 1.ooo.000 ‘* - Subsecretario 

Créditos presupuestarios - Ministro. 

La Orden de 8 de febrero dc 1951 (“D. 0.” núm. 32) aclara que la an- 
teriormente citada no excluye la fiscalizacibn previa ni la aplicaci& de 
loa preceptos del Reglamento de Contratación Administrativa en e) F&mo 
de Guerra de 10 de enero de 1931. La necesidad de la publicación de esta 
Orden es prueba de la confusión a la que antes se hizo referencia en 
cuanto a lo que verdaderamente debe entenderse por “aprobación del 
gasto”. 

Una excepción al principio general establecido por la Orden citada de 
29 de noviembre de 1950. la constituía el art. 20 de la de 27 de noviem- 
bre de 1954 (“D. 0.” núm. 271) por la que se dictan normas para el ré 
gimen económico - administrativo de los Establecimientos fabriles de 
pendientes de la Dirección General de Industria v Matrrial del Ministerio 
del Ejercito. Sin duda la conveniencia de proporcionar a dichos estable- 
cimientos una mayor agilidad funcional en el aspecto económico, dado 
w caticter industrial, inspiró esta elevación en la cuantía de los gastos 
que podían aprobar las Juntas Económicas de las Fábricas Militares con 
respecto a las de los demás Centros, Organismos y Servicios del Ejercito. 

El referido artfculo, si bien no alteraba las facultades del Subsecreta- 
rio y de los Directores Generales hacfa ascender hasta 100.009 ptas. el lf- 
mite establecido para la aprobación de gastos por las Juntas Económi- 
ras y concedía a los Directores de dichos Establecimientos la autori- 
zaci6n para acordarlos, en casos de extremada urgencia. hasta 2.000 pe- 
setas, dando cuenta a dicha Junta. 

f,a Orden de 22 de diciembre de 1954 (“D. 0.” núm. 294). hizo exten- 
siva la anteriormente aludida al Parque Central de Ingenieros y Concede‘ 
determinadas facultades al General Jefe de Ingenieros del Ejémito. 

En lo que se refiere a los Cuerpos Armados, ha de tenerse en CUentit 
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18 Orden de 5 di marzo de 193 (“1). 0.” núm. 54) p,r I;I clue se serialan 
las cuantías de los gastos que pueden acordarse ron raro al Fondo de 
Atenciones Generales, en la siguiente forma: 

Junta Económfca: .Menos del 80 por 100 del importe de 11~s 
ingresos mensuales. 

Subinspector: 20 por 100 restanlc para gasto> t>stra- 
ordinarios. 

.Jefe del Cuerpo: 2.000 pesetas en casos urgentes. 

Reseñadas tan sOlo las principales disposiciones que tiencu relacitjn con 
la aprobación del gasto, hemos de hacer ahora referencia más detallada a 
!a nueva regulación establecida por la Orden de 3 de febrero de 1961 
.(“D. 0.” núm. 311. Ksta Ortlen contiene tres partes rli;tint:c: 

a) I,a que se refiere al importe de 10~ gastos tlue puwkn rea- 
lizarse al pie de caja. 

h) La que afecta a las cuantías con ;rr~~gl~ 3 las cuale- estáu fa. 
<uItados para aprobar gastos los distintos Organismos y Autoridades 
Militares. 

c) La que tiene relación con el estableciil~irnt~) <Ic ~lelegwione~ 
del Ministro del Ejército en otras .\utoritlatles. para la aprol)ari<in 
del procedimiento de contratación. 

Analizaremos por ahora tan sólo las dos primeras partes citadas, de- 
ia,ndo la última para el momento en que tratemos especialmente del trá- 
mite a que la misma se refiere. 

En el primer aspecto, esta Orden de 28 de febrero dc 1961, eleva a 
:?O.OOO pesetas el límite de 10.000 que la de 29 de noviemhre de 1950 
<“D. 0.” núm. 272) establecía para los pagos al pie de caja, bien enten- 
Qido, que dentro de cada mes y por un mismo capítulo y articulo del Pre- 
supuesto, no podrá satisfacerse mayor cantidad a una misma persona o 
c-ntidad. 

En el segundo, establece las siguientes cuantías: 

.Juntas Eknómicas . . . . . . . 50.000 pesetas 
-Jefes Servicios Regionales . . . . . . 250.000 ” 
Capitanes Generales . . . . . . . . . . . . 500.000 ” 
Directores Generales . . . . . . . . . . . l.OC0.000 ” 
Subsecretario . . . . . . . . . . . . . . . . 2.OOWIOO ” 
Ministro . . . . . . . . . . . Créditos Presupuestarios 

Be exceptúan los gastos superiores a un millón de pesetas que deban 
+eallzarse con ‘cargo a créditos calificados como de primer estableci- 
miento o de inversión, cuya aprobación corresponde al Consejo de Mi- 
nlstros, en virtud de lo que dispone el apartado 15 del Artículo 10 de la 
tiy de Régimen Jurírdico de la Administración del Estado, texto refun- 
dido aprobado por Decreto de 26 de julio de 1957. 

La ‘Orden de 28 de febrero de 1961, deroga expresamente al art. 20 
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de la de 2i de noviembre de 1954 (“D. 0.” núm. 271) por el que se ft: 
jaban a las Juntas Económicas de los Establecimientos dependientes de la 
Direcci6n General de Industria y Material unas facultades de aprobación I 
de gastos que alcanzaba las 100.000 ptas. Sin duda la circunstancia de 
ciue en virtud de lo dispuesto en la Ley 44/1959. de 30 de julio, todas las 
Fábricas Militares han de pasar a depender de la Empresa Sacional 
constituida por el Instituto Nacional de Industria, ha hecho aconsejable 
anular la mencionada excepcitjn para obtener una mayor unidad entre 
todos los servicios militares. 

Sin embargo, no nos resistimos a comentar algunas de las dudas que 
*sta disposición pwdc originar J sobre las que expondremos nuestra 
opinión. 

En primer término. ha de tenerse en cuenta que ~1 art. 20 (le la or- 
den de 27 de noviembre cle 1954 (“D. 0.” nlím. 271). por la que se regula el 
regimen econúmico-administrativo de los ya mencionados esblecinlientoa 
fabriles, contienr diversas prevenciones distintas de la simple designación 
de los Organismos o Autoridades n las que compete la nprobacihn de 
gastos, de acuerdo con su cuantía. Por ello es importante considerar si 
aquellas prevenciones continúan en vigor y tener presente que no todas 
las Autoridades û que se refiere la Orden de 28 de febrero de 19Ul tienen 
intervención en la aprobación de los gastos de dichos Establecimientos. 
’ Entendemos <luc la interpretacihn de la norma derogatoria de esta 

Orden ha de entenderse en el sentido de que el art. 20 tantas veces repe- 
tido de la de 27 de noviembre de 1954 queda modificado tan stilo por lo que 
se, refiere a las cuantías cle los gastos cinc pueden aprobar las Autori- 
dades y Organismos en el mismo comprendidas, y que xcrán en lo suce- 
sivo las nuevas rlut’ setial aquella. 

También estimamos oportuno considerar que la expresicín “créditos 
presupuestarios” para fijar las facultades de aprobación del Sr. Ministro, 
no supone que las atribuciones de las dem& Autoridades dejen de afec- 
tar a los fondos de esta clase ni elimina que las de aquel y éstas se ejer- 
zan tambien sobre los gastos que hayan de realizarse con cargo al Fonda 
de Atenciones Generales. 

2. La critic<J del CJtJStO. 

Una vez ohtenida la aprobación del gasto. mejor dicho, despu6s de 
concedida la “autorización previa” para que. admltitla su necesidad, pueda 
seguir la tramitación reglamentaria del expediente, en el que ha de figu- 
rar la propuesta de la Junta Económica o de la que reglamentariamente 
debe formularla, con los justificantes que sean del caso y el certificado de 
existencia de cr&lto, se llega a otro momento del expediente de contrata- 
cj6n: la crítica del gasto. 

Esta intervención crítica o fiscalización previa del reconocimiento de 
ibligaciones o gastos es la facultad que compete al Interventor General 
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de la Administración del Estado o a sus Interventores delegados para 
examinar. antes de que se dicte el correspondiente acuerdo, todo expe 
diente o documento en que se formule una propuesta de gasto, con objeto 
de conocer si su contenido y tramltac16n se han ajustado a las dlsposiclo 
nes legales que en cada caso sean aplicables. 

La critica del gasto en los expedientes de contratación y análogos, se 
hara por medio de informe que abarca tres aspectos fundamentales: 

a) La existencia de credlto. 
b) La legalidad de la imputación presupuestarla. 
cl La procedencia del sistema o forma de celebración de la 

contrataciOn proyectada. 

La Orden de 26 de abril de 1955 (,,D. 0.” núm. 116) por la que, en 
cumplimiento de lo establecido en el art. 8.” de la de ll de octu- 
bre de 1953, se acomodan las disposiciones del Decreto de 11 de septlem- 
bre del mismo año, a las modalidades de los servicios que tienen a su 
cargo los Ministerios del Ej&clto, Marina y Aire, es la que venía regu- 
lando el ejercicio de las funciones interventoras por lo que a este requl- 
sito de la crítica del gasto afecta. 

RI Decreto 954/1961 de 31 de mayo de 1961, modifica el límite de la 
competencia de los Interventores-Delegados a efectos de la fiscalización 
previa, y la Orden del Ministerio de Hacienda de 19 de julio de 1961 aco- 
moda las dlsposiclones de dicho Decreto a los servicios de Intervención 
de los Ministerios del Ejercito, Marina y Aire. 

Las facultades de las distintas Intervenciones en orden a la fiscall- 
iaclón previa del gasto, son las siguientes: 

al La Intervención General de la Administración del Estado 
cuando la cuantla de la obligación sea indeterminada o exceda de 
un millón quinientas mil pesetas, asf como tambibn cualquiera que 
sea su cuantía cuando se derive o tenga el carkter de modificación 
o adicional de otras que inicialmente hubieran sido sometidas a su 
fiscalización o este comprendida en el art. 67 de la Ley de Admi- 
nlstraclón y Contabilidad de la Hacienda Pública, es decir, cuando 
su ejecución haya de durar m;is tiempo que el que comprende el 
perfodo del presupuesto. 

Es de observar que la Orden del Ministerio de Hacienda de 21 
de febrero de 1959 VB. 0. del E.” núm. 56) declara que los pkrafos 
tercero y siguientes del art. 67 de la Ley de Contabilidad no son 
aplicables cuando la ejecución de los servicios no dure más tiempo 
del que comprenden los dos perloclos de un presupuesto btenal. 

b) Us Interventores Generales del Ministerio del Ejkclto, del 
de Marina y Aire. cuando su importe sea superlor a quinientas mil 
pesetas e inferior a un millón quinientas mil pesetas, pudiendo 
delegar esta facultad en sus Interventores subordinados cuando lo 
consideren necesario. 



C) LOS Interventores regionales, de Capitanías y Comandancias 
Generales, Regiones y Zonas Aéreas, Departamentos Marftimos, Dl- 
recclones Generales y Dependencias de la Adminlstraclón Central, 
según la Autoridad a quien corresponda hacer el reconocimiento de 
la obligación o gasto, cuando su cuantfa exceda de doscientas cin- 
cuenta mil pesetas y no sea superior a quinientas mil pesetas. 

dl Los Interventores de Plazas, Establecimientos, Centros y 
Servicios, Rases Navales, Sector Naval de Cataluña, Fuerzas Na- 
vales del Estrecho y demás Intervenciones subordinadas cuando la 
cuantía de la obligación o gasto no exceda de doscientas cincuenta 
mil pesetas. 

Cuestión interesante es la derivada de la modificación que introduce la 
Orden de 19 de julio de 1961 con respecto a la de 26 de abril de 1955 en 
cuanto a las prevenciones que han de observarse para determinar la com- 
petencia de las distintas Intervenciones a los efectos indicados. Si antes 
re prohlbfa el fraccionamiento de los gastos que se “derivasen de un solo 
acto o contrato administrativo”, la prohibición afecta ahora el fraccl- 
namlento de los que “deban dar lugar a un solo acto o contrato adminls- 
traUv0”. Pero el análisis y comentarlo de esta diferencia puede constl- 
tuir el tema de un trabajo especial. 

4. La aprobacidn del procedimiento de contratación. 

El informe fiscal al que se acaba de hacer referencia, aparte de ence- 
rrar la sanción de la Intervención General de la Administración del Estado 
o de sus Interventores Delegados con respecto a la procedencia del gasto 
en cuanto a loa credltos con que debe ser atendido y al procedimiento de 
llevarlo a cabo, constituye un valioso asesoramiento para la Autoridad 
u Organismo a quien según el Capftulo V de la Ley de Admlnlstracl6n y 
Contabilldad de la Hacienda Pública corresponde aprobar el sistema de 
contratación. 

Al Consejo de Ministros, con el previo dictamen del de Estado en 
algunas ocasiones; al Ministro o al Jefe de la Dependencia, corresponde 
regtín los casos la aprobación del procedimiento por medio del cual ha de 
llegarse a la contratación. En los dlstlntos apartados de los arts. 54 y 67 
del Capitulo V ya citado. se contienen los supuestos con arreglo a los 
cuales se puede llegar a contratar por los sistemas de concurso o concler- 
to directo, como excepción a la norma general de la subasta que se es- 
tablece en el ati 49. En el 59, se regula la forma de ejecución dtrecta de 
las obras y servlclos públicos. 

Desde el punto de vista de la aprobación del procedimiento se puede 
plantear una de esas dudas a que al prlnclplo aludlamas. derivada de k 
p-h v@ncla del Reglamento de Contratación Admlnietratlva de 193k 

psi, concretamente en lo que se reflere a la Autoridad que ha dc 



aprobar el procedimiento de subasta. disponía este Reglamento, tanto en 
lo que afecta a los contratos generales como a los locales -distinci6n 
esta sin mucha raz6n de ser en la actualidad- que era necesario “Pro- 
poner al Minktro la autorización por Real Orden, para celebrar aquella”. 

Stn embargo, el art. 49 del CapítUlo V, aprobado por Ley de 20 de 
diciembre de 1952. al establecer la subasta como norma general de adqui- 
sición. no asigna concreta y exclusivamente al Ministro la faculad de 
autorizarla, haciéndose tan ~610 referencia en el 50 a la necesidad de 
Orden Ministerial para acortar los plazos de los anunrios en los casos 
urgentes. En el art. 51, al emplear la expresión “la autoridad que acuer- 
de la celebraci6n de la subasta...” permlte deducir que esta .\utoridad 
no ee en todos los casos el Ministro. Y en el 5?, al tratar de la anulacicín 
de la subasta, dice que en estos supuestos rorresponde al Ministerio de 
que se trate decidir si ha de celebrarse una nueva licitación o si la obra o 

servicio debe ser objeto de contratación directa. Asimismo se dice en e! 
repetido Capftulo V que cuando las leyes establezcan reserva o las cir- 
cunstancias especiales de la obra o servicio lo exijan a juicio del Minis- 
tro correspondiente, se consignad el precio en pliego cerrado por la 
Autoridad que acuerde la subasta, de lo que se deduce qur es posible la 
cxidencia de una Autoridad distinta del Ministro que apruebe la wlehra- 

c t6n de aquel acto. 
Todos estos preceptos pudieran inducir a pensar, por contrario, que en 

los casos normales no es necesario que la autorizaci6n para celebrar la 

subasta sea siempre concedida por ~1 señor Ministrc,. 
En efecto, resultarla extraño que para una adquisición inferior a lOO.fXlO 

pesetas, por ejemplo, el procedimiento normal de suhasta huhicra de so- 
meterse a la aprobación ministerial. cuando el excepcional del concierto 
directo puede ser aprobado por el .refe de una Dependencia. basándose 
cln el apartado 13 del art. 57 del Capítulo V de la Ley de Cnntabilidati 
’ Teniendo esto presente. junto con el criterio de amplitud y elastici- 
dad que informa la exposición de motivos de la Ley de 20 de diciembre 
dc 1952. pudiera justificarse que se consideren inaplicables los precepto8 
del Reglamento de 1931 en cuanto a la necesidad de que la subasta, pro- 
cedimiento normal de contratación. haya de ser aprobada en todos los 
casos por Orden ministerial. 

Sin embargo, esta duda ha venido a quedar aclarada cuando, en contes- 
tación a la consulta de una Dirección General a la que se le habta plan- 
teado, la Subsecretaria del Ministerio del Ejkcito comwka con fecha 
12 de enero de 1959 la resolución del señor Ministro en el sentido de que 
es necesaria 8u autorización para la aprobación de las Subasta8 que 8e 
vayan a celebrar, si bien esta facultad podrá ser delegada en el Genewl 
Subsecretario y en los Directores Generales del Ministerio. 
, Finalmente, esta cuestión ha sido resuelta, al menos en parte, p6r 
las delegaciones que establece la Orden de 28 de febrero de 1961 (“D. 0.” nú- 
mero 54) a que,hemos hecho referencia al tratar de la aprobación del gasto. 
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Aei. la tercera parte de dicha Orden, en BU art. 2.0, establece con carácter 
permanente mientras no se disponga otra cosa y sin perjuicio del cum- 
primiento de los requisitos que exija la legklación vigente. las siguien- 
tes delegaciones concedidas por el señor Ministro en aquellos casos en que 
R esta AutorJdad compele la aprobación del procedimiento de contrats- 
ción: 

En fsvor del Exnoo. Sciior 
Ocnerd Subsccrctko 

En lrvor de los Ercelent~- 
slmos Sres. Directores Gc- 

nersles 

Hasta 
En los expedientes de su- 

basta y concurso que 
comprendan adquisiciones 
de cuantía ._. . . . 1.000.000 Jws~I;I~. 

En los expedientes de con- 
cierto directo que com- 
prenda adquisiciones de 
cuantía . . . . . . . . . . . . 5nn.Mw .’ 

JCn los expedientes de eje- 
cución directa por la Ad- 
ministraciún que com- 
prenda adquisiciones de 
cuantla . . . . . . . . . 2T>O.O00 ” 

Hasta 

.-m.rw ~,t~s~~t;l.~ 

2.x).000 .. 

l~IO.MKl . . 

Quedan exceptuados de dlcha <lelegación los expedicwes de contra- 
tación sobre gastos de primer establecimiento por su condición especial 
y aquellos que aparecen comprendidos en el apartado c) del caso 3.0 del 
articulo 23 de la Lay de Régimen Jurídico de la Admtnistraribn del Es- 
tado de 26 de julio de 1957 y reservada al señor Ministro su aprohaci<5n 
en la cuantía correspondiente según la legislación en vigor. 

Hemos de Interpretar que la frase “que comprenda adquisiciones de cuan- 
tía” podía haberse reducido diciendo solamente “de cuantía” pues no 
todas las contrataciones tienen por objeto una adquisición y, sobre todo, 
porque en los expedientes de ejecución directa por la Administración son 
precisamente las ¿IdqUisiCiOneB de Jos materiales necesarios las que han 
de someterse a la norma aplicable del Capftulo V de la lAey de Contabfll- 
dad, según su art. 58 bis. 

Plantea, además, este apartado 2 .O de la Orden de 28 de febrero de 
1961, el problema de si en los expedientes de subasta o concurso inferío- 
res a 100.000 pesetas. ha de ser aprobado tambi6n el procedimiento por los 
Directores Generales, actuando en delegación del MJnIstro. Resultaría 
extrafio, como antes hemos hecho resaltar, que el concierto directo. 
que constituye una excepción. pueda ser acordado por el Jefe de la ne- 
pendencia cuando no exceda de 100.000 pesetas (apartado 13 del artlcu- 
lo 57 del Capitulo V de la Ley de ContabilJdadJ y en cambío no se acla. 
re que los procedhnientos de subasta o concurso, ruanrio SC trata de 
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contrataciones que no excedan de aquella cuantia, puedan tambi6n ser 
aprobadas por dicho Jefe. No ha de olvidarse que según la circular de 
la Intervención General de la Administraciõn del Estado de 19 de junio 
de 1953, por la que se da conocimiento de la Orden del Mlnisterlo de 
Hacienda de 28 de mayo del citado aAo, deben usarse con criterio res- 
trictivo las excepciones al principio general de la subasta. Cabe, pues, 
que se celebren licitaciones de esta clase para importes inferiores a 
5OQ.QQO pesetas y. por consecuenda. a lOQ.OOQ, pues la diferencia s6la estri- 
ba en la Autoridad -Ministro o Jefe de la Dependencia- que acuerda 
cl procedimiento. 

No obstante, es tan infrecuente la posibilidad de que este problema 
se presente en la practica, que 6610 como disquisición teórica lo apuntamos. 

Lo cierto es que, de no ser por la aclaración contenida en la Orden 
del Ministerio de Hacienda a que acaba de hacerse referencia, podriamos 
interpretar al pie de la letra el articulo 57 de la Ley de Administración 
y Contabilidad, cuando establece: “quedan exceptuados de las solem- 
nidades de subasta y concurso y podrán ser concertados directamente 
por la Administración los contratos siguientes”. 

En efecto, la primera parte de este precepto es terminante e induce 
a pensar que la palabra “podrán” contiene ya una afirmación permanente, 
más bien que una posibilidad dudosa que haya de utilizarse con criterio 
de limitación en los casos en que se pueda justlflcar. 

5. Elevación a definitivas de las adjudicaciones provisiomks y aprobación 
de las propuestas de adjudicacih 

Según el Reglamento de Contratación Adminlstratlva en el Ramo de 
,Guerra de 10 de enero de 1931, la adjudicación deflnitiva, es decir, la 
aprobaciõn de las adjudicaciones provisionales o de las propuestas de 
adjudicación, se verifica de Real Orden, o lo que es lo mismo, en la ac- 
tualidad por Orden minlsterlal. 

Este precepto general no ha sido modlflcado por la nueva redaccion 
del Capitulo V, aprobada por Ley de 20 de diciembre de 1952, ni cabe 
suponer mientras expresamente no se afirme lo contrario, que la facul- 
tad de aprobación de gastos que hemos comentado anteriormente puede 
identificarse con el rámite de que ahora tratamos. Si aquella ha de ob 
tenerse casi al comienzo del expedlente, es 6sta poco menos que remate 
del mismo centralizada en la Autoridad minIsteria1 y ejercida tanto en 
los casos de subasta como en los de concurso y concierto dírecto. 

Hemos, sin embargo, establecido la diferente terminologia de “eleva- 
ci6n a deílniuvas de las adjudicaciones provisionales” y “aprobación de 
las propuestas de adjudicación” de acuerdo con el criterio reiteradamen- 
te sustentado por el Consejo de Estado en el sentido de que la adjudl- 
cación provisional 6610 cabe en la subasta. Al ser en ella automática 
la resoluciõn en favor del mejor oferente desde el punto de vista eCon& 



mico, puede la Junta o Tribunal que la preside proceder a la misma en el 
Propio acto de la subasta, si bien sea con carácter provisional, afirma aquel 
Alto Centro Consultivo. 

En el concurso, por el contrario, asi como en los casos de concierto 
directo en que la adjudicación es discrecional o ha de hacerse en favor 
de un proveedor determinado por las circunstancias especiales que en 
el se den, al no ser preceptiva la resolución en el acto, sólo al Minis- 
tro o a quien haya de decidir en última instancia corresponde efectuar 
la adjudicación, sin que medie otra de carácter provisional, sino tan ~610 
una PrOPUesta por parte de la Junta o Tribunal. De esta manera, la única 
resolución que al licitador se comunica tiene ya el carácter de definitiva. 

ES de observar que el dictamen del Consejo de Estado al que veni- 
mos aludiendo se refiere sólo al concurso como sistema de contratacl6n 
en que no es posible la adjudicación provlslonal, por no ser en 61 auto. 
mãtica -como en la subasta- la resolución en favor de la oferta más 
ventajosa económicamente. Pero entendemos que análogas razones pue- 
den aplicarse al concierto directo, bien se celebre sin concurrencia de 
licitadores o con ella, pues aún en este último evento la adjudicación 
tiene caticter discrecional, al basarse en la comparación entre precio 
y calidad. \ 

En cualquier caso, el principio general de que la última resolución 
ha de hacerse por Orden ministerial, presenta la excepción del caso es- 
pecial que recoge el articulo 79 del Reglamento de Contratación de 1931 
en cuanto a las adquisiciones directas inferiores a 2.500 pesetas. En este 
supuesto, la tramitación y aprobación del expediente correspondía a la 
Junta Económica. Por consiguiente, no era necesario remitir los ex- 
pedientes para que el Ministro efectuara las adjudicaciones y. sin duda, 
se consideraba cumplido el trhmite del informe interventor anterior a 
aquellas, cuando de las Juntas formaba y forma parte un funcionario 
del Cuerpo de Intervención Militar. 

La cuantía de 2.500 pesetas coincidla entonces con la cifra que mar- 
caba la facultad de las Juntas Económicas Para aprobar gastos y es 
evidente que el espfritu de esta legislación pretendia circunscribir a las 
propias Juntas, en orden a la rapidez, la posibilidad de que los expedlen- 
tes inferiores a la referida cantidad, por su escasa importancia econú- 
mica, fueran resueltos completameñte dentro de ellas, sin más trámitea 
dilatorios. 

Al convertirse las 2.500 pesetas del ario 1931 en las lO.ooO del aA lS5S. 
y actualmente en las SOAOO de la Orden de 28 de febrero de 1981, puede 
interpretarse con un criterio de analogia y de amplitud, que el preces 
to del Reglamento de Contratación. según el cual la terndnaCi6n del ex- 
pediente era aprobada dentro de la propia Junta, alcanza hoy a aqU6lk 
tramitados por el sistema de concierto directo y que no exceden de 5O.ooo 
p-etas. Si bien ninguna disposición lo determina expresamente, la reali- 
dad que tantas veces se impone, la lógica que siempre ayuda a la in- 
terpebci& y la practica que en muchas ocasiones puede sefialar el me- 



jor oamino, vienen determinando la aplicación extensiva de este criterio 
que proporciona agilidad al procedimiento y no esta en oposición con 
una perfecta garantía en sus resultados ni con ningún precepto lega!. 

En consecuencia, y como resumen. entendemos que la elevación a 
definitivas de las adjudicaciones provisionales o la aprobación de Ial: 
propuestas de adjudicación corresponde como norma general al señor 
Ministro, con excepción de los expedientes de concierto directo de cuan- 
tia inferior a 50.000 pesetas, que son aprobados definitivamente por Ia 
propia Junta. 

El preceptivo informe interventor. que ha dc preceder a esta decisión. 
será ejercido por la Intervención General del Ejercito en todos los casos. 
con la excepción de aquellos expedientes que, según acabamos de ver, 
puede aprobar la Junta, entendiéndose entonces que el informe fiscal 
es formulado por el Interventor que forma parte de la misma. 

Otra excepción hemos de considerar, sin embargo: La que introduce 
la Orden de 26 de diciembre de 1953 KY. IA. 146) que desarrolla el Decreto- 
ley por el que se reorganizan los servicios administrativos del Ejército. 
En su artículo 2.0, al establecer las misiones de la Dirección General 
de Servicios, incluye la de resolver los expedientes de cóntratación - 
enajenación de cuantía inferior a 500.000 pesetas. Y el artículo 10 asigna 
la misma facultad a los Subinspectores hasta la cifra de 250.000 pesetas. 

Si la palabra “resolver” significa tomar una resolución terminante. 
no puede dudarse que el legislador ha querido conceder a la Dirección 
General de Servicios y a los Generales Subinspectores, la misiiin de 
aprobar, en cuanto a los servicios de Intendencia enumerados en el ar- 
t1cu10 1.” de la citada Orden de 23 de diciembre de 1953, las adjudica- 
ciones provisionales o las propuestas de adjudicación que vienen a con+ 
tituir el final de los oportunos expedientes. 

Las resoluciones de los Generales Subinspectores lrlan precedidas en 
este caso del informe fiscal formulado por el Interventor Regional. 

COMENTARIOS Y CONCLPSIONFS 

Resefiados en las líneas anteriores los principales trámites a que han 
de ser sometidos los expedientes de contratación, cabrfa ahora anallzal, 
otros documentos que a los mismos han de ser incorporados o los infor- 
mes que de manera preceptiva deben formularse normalmente. Si no 
hemos hecho mención detallada a ellos, intercalándolos cronol6gicamente 
en los requisitos estudiados, ha sido con el animo de establecer entre es- 
toB la mas perfecta distinción. pues según al principio hemos advertido, 
es frecuente que puedan surgir dudas en cuanto a la exacta significación 
J contenido de cada uno y en cuanto al momento en que deben llevarse 
a cabo. 

Tampoco deja de ser posible la confusión por lo que se refiere a esos 
otros documentos e informes -certificados de existencia de crédito, pliegos 
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de condiciones. aprobación de los mismos, informe fiscal previo a la ad. 
judicación definitiva. dictamen del Consejo de EstadO. etc.-, pero luz. 

.gamos preferible dedicar a ellos nuestro comentario en otra wast6n y 
limitari en Ia Presente a ios momentos fundamentales qrte han consti. 
tuído el objeto de las páginas precedentes, 

En reaiidad, si hemos hecho mención del primero. la “ordenacion del 
gasto”, no es por que 10 consideremos propiamente como un trámite del 
expediente de contrataci6n pues desde este punto de vista v remontán. 
donos en los antecedentes, habíamos de considerar como tai hasta la 
aprobación del presupuesto en el que se habilitan los créditos necesarf0.s 
Para llevarla a efecto. Si hemos aludido a Pi. ha sido solo para tratar 
de Puntualizar su concepto v diferenciarlo de otros trámites que afectan 
va de forma más inmediata al expediente de contratación: Ta aproba- 
(.ión del gasto, la fiscalización previa o crítica tlel mismo, la apro])aci6n 
t!el procedimiento de contratación y la elevación a definitivas de ias ad. 
judicaciones provisionales o aprobación de ias propuestas de adjudicacf6n. 

Si tratamos de efectuar un comentario sobre los mismos, la impre. 
aión primera- que hemos de reflejar es de complicación y complejidac!. 
Como la práctica nos demuestra, no es fácil desenvolverse en la lnterpre 
+ación de estos requisitos sobre cuyo concepto exlsen variados witerlos 
y opiniones. 

Esta complejidad, que no se corresponde con una mayor garantía en 
el acierto y procedencia de la gestión, supone forzosamente una dilación 
en el procedimiento, que retrasa el fln perseguido y que es cau.sa de In. 
convenientes. 

Regulados los distlntos trámites en epoeas variadas y por disposi- 
ciones de origen diferente, no existe entre ellos la coordinación o unl- 
ffcacibn que sería de desear, ni en la simultaneidad de las declsiones que 
podrfan coincidir, ni en las cantidades que vienen a determinar la actua- 
cj6n de los dlstíntos escalones de .4utorfdades o Juntas Econ6mlcaa. 

En primer lugar. se nos plantea la cuestl6n de SI la actual “apro- 
baci6n dei gasto”, entendida como “aUtOriZaCi6n Previa” para llevar10 

o cabo, es del todo indispensable. \‘a hemos visto cómo realmente esos 
pastos han sido previstos y “ordenados” con carácter de generalidad 
en ios planes de Tabores o de Necesidades. Puede aducirse que hay mu- 
chas otras adquisiciones de carkter imprevisto o especial que Caen fuera 
de esos Pianes globales y que, en consecuencia, no están afectados Por 
esa ordenación, previa al comienzo de un eXPediente de contrata&n. 

Tal vez esta clase de gastos podrla merecer la excePCt6n de que ne- 
cesitaran ser expresamente autorizados: sin embargo, en aras de un Cr% 

terio de unificaci6n y de rapidez, sería, sin duda. preferible que, pres- 
clndlindose siempre de ese trámite, se consldernra inciufdo en la aproba- 
ci6n dei procedimiento por ei que ei gasto ha de llevarse a cabo. No hay 
duda dc> que esta aprobación dt!l procedimiento. puede Iierar imPifcita 1~ 
:lei gasto en sl mismo, pues la Autoridad que ha de aprobar aquél en con- 
(ticiones de comprobar en el mismo momento la procedencia de éste. 
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Quizá se piense que en algunos casos de los previstos en el Capitulo 
V de la Ley de Administración y Contabilidad la aprobación del procedi- 
miento corresponde al Consejo de Ministros. que puede no tener un co 
nocimiento perfecto de las circunstancias que aconsejan la ejecución del 
gasto; pero no hay que olvidar que en estos supuestos corresponde al Mi- 
nistro elevar el expediente al Consejo; y es en ese momento cuando esta 
en condiciones de juzgar la necesidad del gasto, rechazándolo si no lo 
considera procedente, antes de cursarlo a aquel para la aprobación del 
sistema con arreglo al cual hubiera de realizarse. 

En esta idea de hacer coincidir la aprobación del gasto con la del 
procedimiento de llevarlo a cabo, podría resultar conveniente extendet 
a los Capitanes Generales y a los Jefes de los Servicios Regionales las 
delegaciones que en este aspecto concedió el señor Ministro al Suhsecre- 
tario y a los Directores Generales, o bien pensar en una nueva tliì;tribu- 
ci6n y gradación de estas facultades. 

De la misma manera, si la facultad de aprobar las adjudicacioneb pro- 
visionales en las subastas, elevándolas a definitivas, o la de otorgar la 
conformidad a las propuestas de adjudicaciõn en los concursos y con- 
ciertos directos, fuera también delegada por el señor Ministro en las 
mismas Autoridades, en idénticos casos y en igual forma v cuantfa que 
la delegación establecida para aprobar el procedimiento de contratación 
-y consecuentemente el gasto-, se habría conseguido la unificación y 
abreviación de los trámites hoy diferentes y dispersos, cuya falta de coin- 
cidencia supone una gran perdida de tiempo. 

Tal vez este criterio se oponga a una conveniencia de centralización 
muy justificada en la organización castrense, según la cual resultarfa 
aconsejable que, al menos en el trámite final, los expedientes de contra- 
tación lleguen al Mlnkterio. Sería cosa de pensar con detenimiento el 
pro y el contra de uno y otro sistema; pero siempre cabría encontrar 
fórmulas de inspección que permitieran comprobar el acierto en el uso de 
unas delegaciones con las que, desde luego, la tramitación ganarla mucho en 
agilidad y rapidez. 

Adaptando a esta nueva regulación de los principales trámites de la 
contratación administrativa, los otros requisitos reglamentarios, y dispo- 
niendo la mayor unificación posible de todos ellos, sin distinción de los 
servicios militares entre sí, ni entre estos y 103 Cuerpos Armados, se 
llegarfa a un mejor desenvolvimiento del Ejercito en su aspecto adminis- 
trativo. 

Es de señalar que la modificación que teóricamente se preconiza, p 
drfa hacerse mediante una Orden ministerial, pues ~610 disposiciones de 
esta clase se verían afectadas, sin necestdad de introducir variaciones ens 
otras normas de más elevado rango. 

Entretanto, terminamos este trabajo con unos cuadros donde se re- 
cogen los trámites actuales de los expedientes de contratación. 

SABINO FERNÁNDEZ CMPO, 
Tenlente Coronel Interventor 
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LJml8IACICW Y JUHIt3PHUDEP(CM 

CUADRO KC.M. 3 bis 

Subastas y Concursos.. . . Hasta I .WO.WU pta,. Hasla 5oO.ooO ptas. 

--_- .-.. 

H;IW 3N.000 pta3. Hasta 250.000 ptas. 

EjecuciQn directa . . . . . . . . . Hasta 250.000 ptas. Hasta 100.OOU ptas. 

NOTA---Quedan exceptuados dc la delegacih Jrl Sr. Miuistro los rxpedien- 

tes de contratación sobre gastos clc primer establecimiento, (Capítulo 600, A r- 
título 620 del Presupuesto) así como ro aquéllos en que informr preceptivamen- 
te el Consejo de Estado o el Consejo de Economía Nacional (apartado c), 

caso 3.0, Artículo 22, I.ey del Regimen Juridico de la Administración. 



Lml8lAClON Y JURIl4PRODENCIA 

CUADRO NUM. 4 

Contrataciones superiores a 5.000.000 ptas. 
(Artículo CO, párrafo 1.O) 

Las inicialmente inferiores, que sobrepasen 
después aquella cifra en virtud de aumen- 
tos superiores al 20 O/@ del Importe pri- 

I 
mitivo. (Artículo 60, párrafo 2.O) 

! - -------- -.- ._-. 
Dictamen del Consejo de Estado: Contrataciones que comprendan más de una 

Ley de Administración y Couta- 
anualidad. (Artículo 67, parrafo 3.“) 

bilidad, 1-7-191 1 y Capítulo V, 
según Ley 20- 12- 1952 ( sC. L. l 

..___. 

número 150) . . . . . . . . . . . . . 

I 

Anulación de contratos o modificación de 
rquéllos en que previamente hubiera in- 
formado aquel Alto Centro Consultivo.. 
(Articulo 60, pkrraft) 3.O) 

Casos 3.” y 18.O del Artículo 5.1 del Capí- 
tulo 5.’ de la Ley de Administración y 
Contabilidad de la Hacienda Pública. 

Remisión al Tribunal de Cuentas: : 

Articulo ÓO bis de la Ley de Ad- I I Contratos superiores a 5.000.~ pesetas 

ministración y Contabilidad. ; 



Lm18lA01011 Y JURIBPRCTDERCIA 

CUADRO NUM. 5 

ELEVACION A DEFINITIVAS DE LAS ADJUDICACIONES 

PROVISIONALES 

Subasta y Concurso. (Reglamento de Todas 
Contratación 10 de tnero de 1931). Hasta Hasta 

_.---_---_. 5oD.Doo 25O.OOD 

Concierto directo. Extensión artícu- Superiores Inferiores pesetas pesetas 
f lo 79 (Reglamento de Contratación a 50.000 a 5D.DD0 

10 de enero de 1~31). . . . . . . . . . . pesetas pesetas 

(1) En cuanto a los Servicios a que se refiere rl Artículo 1.” de la 0rdc11 
de 26-12-1953 (sC. L.s 146). 


